
 
TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE LA COMUNIDAD 

 VALENCIANA 

 
 SALA DE LO CONTENCIOSO- ADMINISTRATIVO 

SECCIÓN  QUINTA 
 
 
 
 En la Ciudad de Valencia, a 5 de febrero de dos mil dieciséis. 
 
 VISTO por la Sección Quinta de la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de la 
Comunidad Valenciana, compuesta por los Ilmos.Srs. D. 
FERNANDO NIETO MARTIN, Presidente, D. JOSE BELLMONT 
MORA, Dª. ROSARIO VIDAL MAS, D- EDILBERTO NARBÓN 
LAINEZ y Dª. BEGOÑA GARCÍA MELÉNDEZ, Magistrados, se ha 
pronunciado la siguiente: 
 
 

SENTENCIA NUM:   90 / 2016 

 
 
 En el recurso contencioso administrativo num.283-13, 
interpuesto por el SINDICATO DE TRABAJADORES Y 
TRABAJADORAS DE LA ENSEÑANZA DEL P.V. – Intersindical 
Valenciana -, representado por el Procurador Dª. ISABEL MOLINA 
NOGUERON y dirigido por el Letrado D. JOSÉ SALVADOR 
CRESPO ARAIX, contra la Resolución de 4 de abril de 2013, de la 
Consellera de Educación, Cultura y Deporte de la Generalitat 
Valenciana.  

 
 Habiendo sido parte demandada en autos la  GENERALIDAD 
VALENCIANA representada y defendida por sus Servicios 
Jurídicos,y Magistrado ponente el  Ilmo. Sr. D. JOSE BELLMONT 
MORA.       

 
 

ANTECEDENTES DE HECHO 

 
 
    PRIMERO.- Interpuesto el recurso y seguidos los trámites 
prevenidos por la Ley, se emplazó a la parte demandante para que 
formalizara la demanda, lo que verificó mediante escrito en que 
suplicó se dicte sentencia declarando no ajustada a derecho la 
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resolución recurrida. 
 
    SEGUNDO.- La representación de la parte demandada contestó 
a la demanda, mediante escrito en el que solicitó se dictara 
sentencia por la que se confirmase la resolución recurrida. 
     

   TERCERO.- Habiéndose recibido el proceso a prueba se 
practicó la propuesta por las partes que resultó admitida y se 
emplazó a éstas para que evacuaran el trámite de conclusiones, y 
verificado quedaron los autos pendientes para votación y fallo.  
      

    CUARTO.- Se señaló la votación para el día 26 de enero de 
2016, en que tuvo lugar. 
 
     QUINTO.- En la tramitación del presente proceso se han  
observado las prescripciones legales. 
 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
 
    PRIMERO.- Constituye objeto de este proceso el examen de la 
legalidad respecto de la Resolución de 4 de abril de 2013 de la 
Consellera de Educación, Cultura y Deporte de la Generalitat 
Valenciana, por la que se aprueba la clasificación, a efectos 
retributivos, de los centros públicos docentes dependientes de la 
Consellería de Educación, Cultura y Deporte para el curso 
2012/2013.  

 
 SEGUNDO.-Alega la parte recurrente en su demanda los 
siguiente motivos de impugnación: Ausencia de negociación 
colectiva, con vulneración del artículo 62.1.e) de la Ley 30/1992, de 
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, con la 
consiguiente nulidad de pleno derecho; irretroactividad de los 
efectos de la Resolución impugnada e inadecuada clasificación de 
ciertos centros de secundaria y de Formación de Personas Adultas, 
con la correspondiente merma económica. 

 
 A dichas alegaciones se opuso la Administración Autonómica 
demandada, alegando que no era necesaria la negociación 
colectiva, pues tan solo nos hallamos ante un acto administrativo de 
aplicación de un Acuerdo previo que entra dentro de la órbita de la 
potestad de organización de la Administración; que no resulta de 
aplicación el artículo 9.3 de la CE, al no tratarse la resolución 



impugnada de una norma, ni ser aquella favorable o desfavorable; 
y, en fin, que la nueva clasificación es correcta. 
 
 TERCERO.- Como acabamos de apuntar, invoca la parte 
recurrente, como primer y principal motivo de impugnación, que la 
Resolución de 4 de abril de 2013 ha sido dictada prescindiendo del 
procedimiento legalmente establecido, incurriendo por ello en 
nulidad de pleno derecho, al haber sido dictada sin negociación 
sindical.  Pasando pues al examen de tal motivo de impugnación. 
 

 En este sentido el artículo 37.1 del Estatuto Básico del 
Empleo Público,al regular las materias objeto de negociación 
obliga a negociar, entre otras materias: "b) La determinación y 
aplicación de las retribuciones complementarias de los 
funcionarios.c) Las normasque fijen los criterios generales en 
materia de acceso, carrera, provisión, sistemas de clasificación 
de puestos de trabajo, y planes e instrumentos de planificación 
de recursos humanos”. Es cierto que su número 2.a) excluye 
de la obligatoriedad de la negociación, las decisiones de las 
Administraciones Públicas que afecten a sus potestades de 
organización, y que la aprobación de la clasificación de centros 
docentes puede incardinarse dentro del ejercicio de facultades 
de autoorganización administrativas en donde existe un 
margen de discrecionalidad ( Sentencia Audiencia Nacional de 
4/febrero/2009 ), pero el propio precepto añade que "Cuando 
las consecuencias de las decisiones de las Administraciones 
Públicas que afecten a sus potestades de organización tengan 
repercusión sobre condiciones de trabajo de los funcionarios 
públicos contempladas en el apartado anterior, procederá la 
negociación de dichas condiciones con las Organizaciones 
Sindicales a que se refiere este Estatuto". Como precisa la 
sentencia del Tribunal Supremo de 08/10/2012, lo determinante 
para considerar preceptiva la negociación colectiva previa es quela 
concreta actuación de la Administración afecte o tenga repercusión 
en las condiciones de trabajo, entendiendo por tal, que tenga un 
contenido sustantivo y una incidencia en la ordenación de aquellas, 
en el bien entendido de que, como ha destacado el propio Tribunal 
Supremo, la mera referencia a aspectos relativos a esas 
condiciones objetivas de trabajo, sin entrar en su regulación, ni en 
su modificación, no requiere ni precisa entrar en su régimen ni 
variar su contenido. Así pues, si la Administración en el ejercicio de 
su potestad de autoorganización incide en aquellas condiciones de 
trabajo se verá sujeta a la negociación en los términos previstos en 



elartículo 37 del EBEP. Y es manifiesto que la aprobación o 
modificación de la clasificación de centros docentes produce tal 
afectación, pues la distinta clasificación de un centro docente 
tiene una evidente repercusión en la retribuciones 
complementarias de los cargos directivos de los mismos; buena 
prueba de tal alcance fue el Acuerdo del Consell de 12 de 
diciembre de 2008, que se fundamento en el Acuerdo de la 
Mesa Sectorial de Educación de 19 de febrero de 2008 por el 
que se aprobó el incremento del complemento retributivo del 
personal docente relacionado con los cargos directivos que 
ejercen su cargo en centros públicos dependientes de la 
Consellería de Educación y establecía una nueva clasificación 
de los centros públicos docentes, cual ocurre con la Resolución 
que en este proceso se impugna. 
 
 En el presente supuesto se ha omitido, pues, este 
preceptivo requisito y tal incumplimiento equivale a la omisión 
de un trámite procedimentalesencial incardinable en los 
supuestos de nulidad absoluta previstos en el art. 62. 1. e) de 
la Ley 30/1992 . En este sentido se pronuncia de forma 
unánime la jurisprudencia del Tribunal Supremo, como es el 
caso, a título meramente de ejemplo, de la Sentencia de 
10/noviembre/1994, en la que se afirma que, dado el carácter 
imperativo del precepto, hay que concluir el "carácter 
estrictamente obligatorio de la negociación previa, se alcance o 
no un resultado y requiera o no el acuerdo alcanzado el 
refrendo o la regulación por parte del órgano de gobierno de la 
Administración". Por ello procede "la sanción de nulidad del 
acto o disposición en cuya elaboración se haya omitido este 
requisito formal, de carácter esencial para la correcta formación 
de voluntad del órgano autor de la norma"; conclusiones que se 
extienden igualmente con relación a la consulta, dado que, 
como afirma dicha Sentencia, también la fórmula imperativa 
empleada por el legislador en este caso "... mantiene 
inalterable su condición de requisito esencial para la correcta 
elaboración de la decisión administrativa y su omisión comporta 
la nulidad de pleno derecho, tratándose de un requisito no 
susceptible de subsanación a posteriori". 
 
 Procede, por las razones expuestas, el acogimiento del 
recurso y la anulación del acuerdo recurrido en cuanto ha 
clasificado los Centros de secundaria sin contabilizar los 



Programas de Qualificació Profesional Inicial e incluido los 
Centros de Formación de Personas Adultas y de Enseñanzas 
Especializadas tan solo en el Apartado A), a diferencia de la 
clasificación efectuada en el Acuerdo del Consell de 12 de 
diciembre de 2008,  sin haber dado previa intervención a la 
Mesa Sectorial de Negociación. 
 
 CUARTO.- De conformidad con el criterio mantenido por el 
art. 139 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, 
procede imponer las costas procesales a la parte demandada. 

 
 Vistos los artículos citados, concordantes y demás de general 
y pertinente aplicación. 
 

FALLAMOS 

 
 
 Que estimando el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por el SINDICATO DE TRABAJADORES Y 
TRABAJADORAS DE LA ENSEÑANZA DEL P.V. – Intersindical 
Valencianacontra la Resolución de 4 de abril de 2013 de la 
Consellera de Educación, Cultura y Deporte de la Generalitat 
Valenciana, por la que se aprueba la clasificación, a efectos 
retributivos, de los centros públicos docentes dependientes de la 
Consellería de Educación, Cultura y Deporte para el curso 
2012/2013, debemos declarar y declaramos nula dicha Resolución, 
por ser contraria a derecho, con los efectos expuestos en el 
fundamento jurídico tercero de esta sentencia, condenando a la 
Administración demandada a estar y pasar por dicha declaración; 
con expresa condena de las costas procesales a la parte 
demandada. 
 
 A su tiempo y con certificación literal de la presente, 
devuélvase el expediente administrativo al centro de su 
procedencia. 
 

 Contra la presente resolución cabe interponer recurso de 
casación 

 
 Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el Diario 
Oficial de la Comunitat Valeriana, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos. 
 PUBLICACION.- Leída y publicada ha sido la anterior 
sentencia por el Ilmo. Sr. Magistrado ponente del presente recurso, 



estando celebrando Audiencia Pública esta Sala, de la que, como 
Letrado de la Administración de Justicia la A. de Justiciade la 
misma, certifico. Valencia a, fecha que antecede. 
 

 

 

 


